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chileno, para mostrar, por una parte, la tensión referida en acción y, por la otra, 
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entre participación y deliberación: la iniciativa popular de norma constitucional.
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PARTICIPATORY AND DELIBERATIVE 
PROCESSES OF CONSTITUTIONAL 
CHANGE? REFLECTIONS FROM THE 
CHILEAN CONSTITUTIONAL MACRO-
PROCESS

This article examines the relationship between participation and deliberation 
in processes of constitutional change and their significance for the democratic 
legitimacy of political-constitutional structures. Although both are foundational 
ideals of democratic constitutionalism, they are in tension with one another. 
Based on a conceptual analysis, I aim to delineate the concept of participatory 
and deliberate processes of constitutional change and then evaluate which 
institutions can best realize this ideal. I conclude the article by referring to 
the Chilean constitutional macro-process to illustrate, on the one hand, this 
tension in practice and, on the other, to highlight an institutional innovation 
that promises to strengthen the link between participation and deliberation: 
the popular initiative for constitutional norms. 

Keywords: participation, deliberation, constitutional change, constituent process, 
legitimacy.
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1. Introducción

Este artículo examina la idea de cambio constitucional participativo y deliberativo 
y su importancia para la idea de legitimidad democrática, especialmente, frente a 
contextos de crisis o erosión democrática (Ginsburg & Huq, 2019). Estos términos 
—participación y deliberación— suelen emplearse conjuntamente para sostener, en 
clave normativa, que un proceso de cambio constitucional que aspire a contar con 
legitimidad democrática debe ser participativo y deliberativo (Blokker & Gül, 2023; 
Chambers, 2019; Gargarella, 2022; Kong, 2015; Levy, 2013). Esta exigencia se ha 
vuelto más importante de cara al fenómeno identificado como “constitucionalismo 
abusivo”, el cual se caracteriza precisamente por el empleo de las herramientas del 
cambio constitucional para erosionar el sistema de pesos y contrapesos, fortalecer y 
concentrar los poderes ejecutivos, controlar los medios de comunicación, erosionar 
los derechos de prensa, reunión y libertad de expresión, etc. (Chilton & Versteeg, 
2020; Landau, 2013; Landau & Dixon, 2015). Frente a este tipo de fenómenos de 
regresión autoritaria, no es condición suficiente para la legitimidad de una norma 
constitucional el hecho de haber seguido los procedimientos previstos por la Cons-
titución para su reforma (Pou Giménez, 2024).

Es por esta razón que el ideal normativo del cambio participativo y deliberativo se 
erige como un modelo promisorio para pensar de un modo más satisfactorio en la 
legitimidad del cambio constitucional2. Principalmente, porque un proceso de cam-
bio constitucional que incorpore múltiples actores sociales con diversos puntos de 
vista, que sea temporalmente extendido, y que permita el diálogo, la transformación 
de preferencias y la corrección mutua, ofrece mejores garantías de imparcialidad, 
que uno que basado en la mera agregación de preferencias (Gargarella, 2025: 28). 
Sin embargo, debe enfrentarse al problema que genera la tensión entre los ideales 
recién mencionados, la que es especialmente intensa cuando se trata del cambio 
constitucional fundamental. 

Según esgrimiré, la modificación legítima de las normas fundamentales requiere 
que estas puedan ser razonablemente aceptadas por todos los potencialmente afec-
tados por ella (Habermas, 2008). Precisamente porque no se trata de un cambio 
cualquiera, sino de la estructura básica y común de la sociedad, la discusión de las 
normas fundamentales debe estar sujeta a una mayor exigencia de participación 
ciudadana y de deliberación sobre los elementos esenciales que han de estar a 

2	 Me refiero aquí tanto al cambio constitucional formal, parcial o total, que tiene lugar a través de los 
mecanismos formales de reforma, como al tipo de cambio constitucional producido informalmente 
a través de ciertas prácticas políticas y, especialmente, por medio de la interpretación constitucional 
que hacen las cortes constitucionales o supremas. Si se piensa en una de las manifestaciones típicas 
del constitucionalismo abusivo, a saber, la extensión de los mandatos presidenciales. Pero también 
ha ocurrido —incluso de los límites del texto constitucional— a través de la interpretación 
constitucional como el caso de Bolivia. Para un análisis detallado sobre esta última cuestión, véase 
(Verdugo, 2019).
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la base del ordenamiento constitucional. Dicho de otro modo, la alteración fun-
damental del orden constitucional precisa del consentimiento de los gobernados, 
lo que parece exigir alguna forma de participación masiva de los ciudadanos. Por 
otra parte, requiere que se ofrezca a los ciudadanos una justificación respecto de 
los cambios respecto de los cuales pueden no estar de acuerdo —y a los que que-
darán sujetos coactivamente—, pero que razonablemente puedan aceptar a la luz 
de razones públicas que los soportan (Rawls, 1996: 214). Para ello, en definitiva, se 
requiere el intercambio de razones y la justificación mutua, para lo cual es menes-
ter algún tipo de instancia deliberativa. Cabe preguntarse entonces: ¿cómo podrían 
conjugarse ideales de participación y deliberación en el cambio constitucional?, ¿en 
qué condiciones estos ideales se refuerzan y, en cambio, en cuáles se socavan?, ¿qué 
tipo de instituciones son adecuadas para ello y cómo pueden combinarse? (Suteu 
& Tierney, 2018).

2. Metodología, objeto y estructura

Antes de empezar a esbozar alguna respuesta a estas interrogantes, convendría aclarar 
algunas cuestiones relativas al alcance de este trabajo y a su marco metodológico. 
Este análisis se enmarca en el ámbito de la teoría constitucional y el constitucio-
nalismo deliberativo, disciplinas que poseen sus propias metodologías (Bellamy & 
King, 2024; Ercan et al., 2022; Kyritsis & Lakin, 2022; Levy et al., 2018). Si bien se 
trata de disciplinas emparentadas con las ciencias políticas, estos enfoques presentan 
ciertas particularidades. Por una parte, la teoría constitucional ha sido definida como 
una rama de la teoría política aplicada, centrada especialmente en las instituciones y 
prácticas institucionales de carácter constitucional (o de relevancia constitucional). 
Pero es “teoría” porque tiene un enfoque normativo que pretende trascender los 
órdenes constitucionales particulares y concretos (Bellamy & King, 2024: 2). Por 
su parte, el constitucionalismo deliberativo se refiere a la teoría constitucional que 
recurre a una concepción de la deliberación para reconstruir, justificar o elucidar 
el constitucionalismo como tal (Chambers, 2024: 250). En definitiva, el objeto de 
estudio es el mismo que el de las ciencias políticas aplicadas a este ámbito particular: 
cómo, cuándo y por qué las constituciones cambian (o intentan cambiar), y qué 
actores participan y cómo (a través de qué instituciones y mecanismos) (Contiades 
& Fotiadou, 2020: 1). Sin embargo —y esto es lo que intento mostrar— el enfo-
que que adopto tiene un marcado carácter normativo. En todo caso, vale la pena 
enfatizar que el vínculo entre la teoría normativa, la investigación empírica y la 
acción política —a diferencia de lo que pueda parecer a primera vista— es estrecho 
y fructífero3. Mientras la teoría normativa provee el ideal regulativo que permite 

3	 Lo que ocurre es que la democracia deliberativa posee una naturaleza dual. Es una teoría normativa 
sobre cómo deben ser nuestras instituciones políticas, pero también es un proyecto político que 
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evaluar instituciones y prácticas institucionales, estas prácticas, a su vez, permiten 
desarrollar, expandir y refinar la teoría. En pocas palabras, la teoría normativa y el 
análisis empírico pueden generar iteraciones que hagan posible un enriquecimiento 
mutuo (Ercan et al., 2022: 3). Dicho lo anterior, este trabajo echa mano a lo que 
Chambers ha denominado “teoría crítica aplicada” y “teoría constructiva aplicada”, 
ambos métodos que permiten conectar la teoría normativa con el mundo empírico. 
Mientras el primer enfoque permite analizar cómo ciertos arreglos institucionales 
concretos no logran estar a la altura del ideal normativo que subyace a la democracia 
deliberativa, el segundo enfoque se centra en proponer innovaciones institucionales 
o mejoras  a instituciones existentes para hacerlas más compatibles con el precitado 
ideal (Chambers, 2022: 29-36). 

La argumentación, por tanto, adopta la siguiente forma. Como se observa ya en 
la introducción, comienzo por asumir que el ideal regulativo del cambio consti-
tucional participativo y deliberativo es valioso, y que lo es especialmente frente a 
fenómenos como la “erosión democrática” y el “constitucionalismo abusivo”. En 
la segunda parte, me refiero a la tensión entre participación y deliberación en los 
procesos de cambio constitucional, tanto en el plano conceptual como en el de la 
concreción institucional. En la tercera y última parte, me refiero al macroproceso 
constitucional chileno para pensar críticamente sobre dos instituciones novedosas 
que intentaron aunar los ideales de participación y deliberación, a saber: los diálogos 
ciudadanos impulsados por Michelle Bachelet y las iniciativas populares de norma 
constitucional empleadas en la Convención Constitucional y en el Consejo Consti-
tucional. El argumento central que esgrimo en esta sección es que el macroproceso 
chileno generó innovaciones democráticas que, por sus particularidades, pueden 
contribuir a la teoría del constitucionalismo deliberativo. El objetivo de ese trabajo 
no es evaluar empíricamente ni medir el efecto que estas instituciones tuvieron en 
el macroproceso chileno (por ejemplo, para dilucidar si estas instituciones permitie-
ron una mayor inclusión o mejoraron efectivamente la calidad del diálogo). Aquella 
dimensión, por cierto, queda fuera de los objetivos de este trabajo. Por el contrario, 
de lo que se trata es de pensar qué puede “devolver” esta experiencia en particular a 
la teoría. Su contribución no es la de ofrecer un “ejemplo modélico”. En todo caso, 
la función que cumple, desde la perspectiva que se presenta, es la de mostrar caminos 
nuevos, todavía por explorar. Acaso, caminos más promisorios para la institucionali-
zación de los compromisos del constitucionalismo democrático.

posee formas institucionales de acción que pueden ser analizadas empíricamente. Véase (Ercan et al., 
2022).
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3. La tensión entre participación y deliberación

Cuando la relación entre deliberación y participación se examina de cerca, la tensión 
entre ambos ideales se vuelve manifiesta. Aunque ambos ideales puedan yuxtapo-
nerse a ratos, operan bajo distintas lógicas4. Mientras el ideal de participación se 
refiere a cuántas personas forman parte de un proceso de toma de decisiones (la 
cuestión de por quiénes), la deliberación se refiere al modo en que se desenvuelve 
dicho proceso (la cuestión del cómo). La deliberación ha sido definida en su versión 
mínima como la “comunicación mutua que implica sopesar y reflexionar sobre 
preferencias, valores e intereses con respecto a asuntos de interés común” (Bächtiger 
et al., 2018: 2). Ahora bien, la deliberación de calidad supone la existencia de una 
serie de condiciones materiales y actitudinales que la hagan posible (por ejemplo, 
que haya un intercambio racional de argumentos en condiciones de igualdad de los 
participantes, que estos cuenten con el tiempo necesario para ello, que los partici-
pantes estén abiertos a ser convencidos y a cambiar o matizar sus posiciones, etc.) 
(Habermas, 2008; Martí, 2006). Estas son precisamente las condiciones que se vuel-
ven más difíciles en las democracias de masas modernas. 

Profundicemos un poco más en la tensión entre participación y deliberación. Exis-
ten dos circunstancias fácticas que contribuyen a su producción. En primer lugar, 
por una cuestión de división del trabajo y de diferenciación funcional, no todos los 
ciudadanos podrán abocarse a la empresa constitucional. En segundo lugar, nuestras 
sociedades son cada vez más numerosas, lo que dificulta la estructuración de proce-
sos dialógicos de calidad, para lo cual es necesaria una escala pequeña, “cara a cara”, 
que permita el intercambio de argumentos. Es imposible que un gran número de 
personas pueda “razonar conjuntamente” (Walzer, 1999: 68). Es decir, se requieren 
grupos pequeños para evaluar la información, contrastar puntos de vista, escrutar y 
rebatir posiciones y argumentos, etc. De esta suerte, cuantas más personas participen 
en la deliberación, menos factible será que todas tengan las mismas oportunidades de 
explicar sus puntos de vista, formular preguntas y recibir respuestas a cambio, y de 
sopesar conjuntamente los puntos de vista de unos y otros, etc. (Lafont & Urbinati, 
2024: 88). Joshua Cohen identifica y sintetiza esta cuestión de manera muy clara. 
Este autor advierte que existen tres puntos de tensión, a saber, que: i) mejorar la ca-
lidad de la deliberación puede tener como costo la disminución de la participación5; 
ii) expandir la participación, aumentando el número de personas que participan o 
de cuestiones que quedan sometidas a control popular, puede disminuir la calidad 
de la deliberación6; y, iii) tanto la complejidad como la escala de la política moderna 

4	 Para algunas autoras como Lafont y Chambers (quienes defienden una concepción participativa de 
la democracia deliberativa), las exigencias de participación ya están inscritas en la propia noción de 
deliberación, con lo cual, ambas nociones tienden a solaparse.

5	 Cohen pone el ejemplo de la deliberación de jueces o legisladores aislados de la opinión pública.
6	 Ello porque los mecanismos de participación suelen implicar una decisión binaria del tipo si/no, 

desincentivando la toma de decisiones en base a una discusión razonada.
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limitan el grado en que esta puede ser al mismo tiempo participativa y deliberativa, 
porque ello implica que los participantes tengan interés y conocimiento sobre las 
cuestiones sometidas a su consideración (Cohen, 2009: 257).

Otro autor muy influyente, como lo es James Fishkin, ha identificado que, en rea-
lidad, la cuestión es más compleja aún, pues existiría un “trilema” entre igualdad 
política, participación y deliberación. La igualdad política, afirma, puede ser honra-
da tanto mediante técnicas de muestreo aleatorio (microcosmos o mini-públicos) 
como mediante el sufragio universal. El primer mecanismo, sin embargo, asegura 
la igualdad política en un sentido teórico y menos tangible (lo hace al asegurar a 
todas las personas la misma posibilidad de ser elegido al azar para integrarse a una 
instancia colectiva de decisión), mientras que el sufragio honra el ideal de igualdad 
política de un modo real y concreto, pues otorga a todos los mismos participantes el 
mismo “poder de votación” (una persona, un voto). Pero, además, se trata de un me-
canismo que permite la participación masiva. La deliberación, por su parte, precisa 
que los participantes en un proceso de toma decisiones cuenten con información; 
que puedan hacer un balance sustantivo de los argumentos; que exista diversidad de 
posiciones representadas; que los participantes sean conscientes a la hora de sopesar 
el mérito de los argumentos; y, que exista igual consideración de los argumentos, 
con independencia de quién sea el participante que los haya ofrecido (Fishkin, 2009: 
37-64). 

El trilema consiste, entonces, en que cualquier mecanismo que satisfaga dos valores 
tenderá a desatender el tercero. La participación masiva satisfaría el ideal de igualdad 
política, pero implicaría que las preferencias individuales de los ciudadanos se pre-
sentaran de un modo bruto, sin que hayan podido depurarse a través de un proceso 
de deliberación. Ello se explicaría, entre otras cosas, por la falta de información y 
de incentivos para que los participantes se informen. La participación, combinada 
con deliberación mediante la estrategia que Fishkin identifica como “deliberación 
movilizada”, será modesta en términos de número de participantes y terminará 
afectando la igualdad política. Finalmente, están los mini-públicos o microcosmos 
—a los que volveré más adelante— los que honran el ideal de igualdad política, 
pues, aseguran que todos los ciudadanos podrán ser elegidos al azar, y permiten las 
condiciones adecuadas para la deliberación, pero, por su propia naturaleza, se limita a 
una deliberación que, aunque representativa, es acotada numéricamente, con lo cual 
el ideal de participación masiva se vería afectado. En definitiva, concluye Fishkin: 

“[s]i combinamos participación e igualdad, contamos las opiniones de 
todos por igual y obtenemos una expresión del consentimiento real de las 
masas. Pero no se trata de un consentimiento informado o meditado. Es la 
aquiescencia de un público distraído y posiblemente manipulado. Por otro 
lado, si combinamos igualdad y deliberación, contamos con una representación 
de los juicios meditados del público, pero la conexión con la masa de votantes 
solo se da mediante su consideración equitativa mediante un muestreo 
aleatorio. No hay ninguna muestra de participación real de las masas. En el 
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caso de la tercera opción, deliberación y participación, podemos esperar con 
certeza una «distorsión participativa» o una falta de igualdad en el recuento que 
socave la representatividad. Son principalmente ciertos grupos especialmente 
interesados los que participarán. El resto quedará excluido. En la mayoría de las 
condiciones prácticas previsibles, se puede dar vueltas y vueltas a este trilema 
sin llegar nunca a satisfacer los tres principios. (Fishkin, 2009: 59-60).

En lo que sigue, mostraré cómo opera la tensión entre participación y deliberación 
en el ámbito del cambio constitucional. Si bien la tensión entre participación y de-
liberación se da a nivel general, en el ámbito del cambio constitucional presenta dos 
rasgos específicos: uno de carácter conceptual y otro de carácter institucional. El pri-
mero se refiere a la especial necesidad que tienen las constituciones democráticas de 
ser identificadas —en algún sentido posible— como expresión de la colectividad (o, 
si se prefiere, de los ciudadanos, del pueblo o del “We, the People”). De ahí que sea 
muy difícil justificar la renuncia al elemento de participación masiva como forma 
de obtener el “consentimiento de los gobernados” en el momento de la fundación 
del orden constitucional, o de su re-constitución. El segundo, dice relación con la 
creciente tendencia en materia de diseño institucional, de incluir a los ciudadanos 
ya no solo en los procesos de creación constitucional, sino también de reforma 
constitucional, con el fin de promover la legitimidad democrática de tales reformas 
(Contiades & Fotiadou, 2017: 10). En estos contextos, la participación ciudadana 
ha tenido lugar, principalmente, a través de mecanismos como los referéndums y 
plebiscitos constitucionales (Tierney, 2012), mientras que la deliberación se ha de-
sarrollado a través de las asambleas ciudadanas y mini-públicos (Curato, 2021). De 
ahí que sea especialmente relevante examinar cuáles son las implicancias de este 
tipo de mecanismos, y preguntarnos por cómo es posible combinarlos de modo tal 
de conseguir procesos a la altura del ideal de cambio constitucional deliberativo y 
participativo.

3.1 Cambio constitucional y poder constituyente

Ahora cabe intentar responder la pregunta de por qué la tensión entre participación 
y deliberación es más pronunciada en el ámbito del cambio constitucional. Para 
explicar esta cuestión debemos dar un breve rodeo. 

Lo primero que cabe notar es que el constitucionalismo moderno descansa en la 
idea de que una constitución es, en última instancia, una creación del “pueblo so-
berano”, único depositario del poder constituyente democrático. Esta sería, en la 
modernidad, la principal fuente de legitimación del poder político (Kalyvas, 2005). 
Es decir, un elemento central de la idea de democracia es que los ciudadanos deben 
poder verse no solo como sujetos a la ley, sino también como autores de las normas 
que están obligados a obedecer (Lafont, 2019). Desde este punto de vista, la cons-
titución democrática es un proceso continuo, en permanente y abierto desarrollo 
(Habermas, 2001: 774). Con todo, para que se pueda predicar lo anterior en un 
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sentido no ficticio o meramente retórico, el ideal democrático de autogobierno 
popular o de autonomía pública exigiría que los ciudadanos cuenten con los medios 
institucionales parar darse a sí mismos las reglas fundamentales de su comunidad 
política, sea en el momento fundacional, o sea mediante la adecuación de esas reglas 
a través del tiempo7.

Ahora bien, en condiciones modernas, el “pueblo” no puede actuar, en principio, 
—en términos rousseaunianos—, directamente en la discusión de las normas fun-
damentales8. Más bien lo hace en términos de Sieyès, quien, en contra de Rousseau, 
“incorpora el principio de representación en la mecánica del poder constituyente” 
(Vega, 1985: 30). Para Sieyès, la noción de poder constituyente (pouvoir constituant) 
permitía defender la idea según la cual el poder político último residía en el pueblo 
(en sus términos, la nación). Pero este poder se entendía como el supremo para 
autorizar (pouvoir commetant) —no para redactar directamente ni para decidir el 
contenido constitucional— a una asamblea extraordinaria compuesta por repre-
sentantes electos para fundar el orden político mediante el establecimiento de una 
constitución (Colón-Ríos, 2020: 98-99). Es decir, según esta idea de poder consti-
tuyente y en el contexto de sociedades cada vez más numerosas, siempre resultará 
necesario algún tipo de representación. En palabras de Kay: “cualquier voluntad que 
atribuyamos al pueblo debe manifestarse en algún proceso de representación, deli-
beración y decisión que pueda vincular a la población universalmente” (Kay, 2011: 
739). Pues bien, dado que para Sieyès la asamblea constituyente representaba a la 
Nación (una abstracción con voluntad propia, distinta de la de los ciudadanos), no 
era necesario un momento de ratificación como expresión de la voluntad popular, 
pues esta ya estaba representada en la asamblea. Esto no es para nada extraño, puesto 
que las teorías revolucionarias de inspiración republicana usualmente rechazaban las 
formas de participación directa (Manin, 2009)9.

7	 La idea del constitucionalismo moderno, como enseña Richard Tuck, no está dada por la 
codificación de normas fundamentales, sino por el hecho de que la autoridad para escribir normas 
constitucionales es cedida episódicamente a una institución que habla por la nación —típicamente 
una asamblea extraordinaria—, la que tiene una presencia efímera y luego es olvidada durante 
la política ordinaria de la comunidad política. Es decir, el “legislador soberano” puede articularse 
institucionalmente, pero la mayor parte del tiempo está “dormido” (Tuck, 2016: 251-255).

8	 Aquí cabe matizar la cuestión, puesto que, aunque Rousseau haya sido identificado como un teórico 
y propulsor de la “democracia directa”, algunas interpretaciones, como las de Joel Colón-Ríos, nos 
llevan a pensar en Rousseau como un autor que reservaba la participación directa de los ciudadanos 
para la elaboración de normas constitucionales. Pero el propio Rousseau reconocía la dificultad 
práctica para que todos los ciudadanos participaran en la asamblea, por lo que, en sociedades de gran 
escala, él favorecía algún tipo de representación, la cual debía estructurarse institucionalmente en 
torno a asambleas primarias y mandatos imperativos. Véase (Colón-Ríos, 2020).

9	 Una importante excepción, es el establecimiento de un referéndum constitucional en Francia, para 
adoptar la Constitución de 1793, la que nunca llegó a entrar en vigor.
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Esta concepción del “poder constituyente de la nación” contrasta con la rousseau-
niana, que podría identificarse con la del “poder constituyente del pueblo”10. Para 
Rousseau, en cambio, el pueblo no puede delegar su poder constituyente de modo 
que, en caso de actuar representado, debía hacerlo a través de asambleas primarias y 
mandatos imperativos. Aunque estas instituciones fueron abandonadas con el tiem-
po, la idea del “poder constituyente del pueblo” se mantuvo. De acuerdo con esta 
concepción, el poder constituyente reside en la multiplicidad de individuos que 
componen la comunidad política y no en una entidad abstracta o moral como la 
nación. En consecuencia, su manifestación requiere de instituciones que permitan 
al electorado participar directamente, el que comparecería en calidad de “personifi-
cación jurídica del pueblo” (Colón-Ríos, 2020: 262).

En definitiva, la democracia precisa de mecanismos institucionales que permitan la 
participación ciudadana directa en la redacción de sus constituciones y en su desa-
rrollo a lo largo del tiempo. Es por esta razón que la idea de poder constituyente ha 
ido de la mano de mecanismos extraordinarios, como las asambleas constituyentes 
y los referéndums constitucionales11, los que han tomado fuerza desde el último 
cuarto del siglo XX y se han empleado en varios de los procesos de cambio cons-
titucional de las últimas décadas, especialmente en Latinoamérica. De ahí que los 
referéndums constitucionales que Stephen Tierney identifica como “constitutivos” 
hagan posible la manifestación de “la capacidad democrática directa del pueblo para 
actuar como fuente suprema del derecho constitucional en actos constitucionales 
fundamentales”, lo que permite imbuir a las nuevas constituciones de una “nueva 
fuente popular de legitimidad” (Tierney, 2012: 1-14).

Como se observa, lo que subyace a la concepción moderna del constitucionalis-
mo a la que me he referido, es la idea dualista de que existe una separación entre 

10	 Existe una discusión importantísima en la teoría del poder constituyente sobre la naturaleza de 
dicho poder, a saber, si se trata o no de un poder soberano. La cuestión es muy relevante, porque de 
ahí se derivan las atribuciones de la asamblea constituyente establecida para crear esa Constitución. 
Mientras varios autores, —y casos históricos— han concebido a la asamblea constituyente como un 
órgano soberano y, por tanto, ilimitado (no solo respecto de las cuestiones que puede decidir, sino de 
los poderes que puede ejercer, incluyendo poderes ejecutivos, legislativos y judiciales), otros autores 
han señalado que las asambleas constituyentes solo cumplen una función exclusiva: proponer un 
texto constitucional a la ciudadanía. Y en este sentido, el poder constituyente estaría, de algún modo, 
subsumido en la categoría de soberanía, pero no serían la misma cosa.

11	 Joel Colón-Ríos introduce aquí una importante distinción entre el referéndum constituyente y el 
referéndum constitucional. Mientras el primero implica la alteración de la constitución material, 
el segundo opera como un poder ordinario, esto es, constituido, pues actúa dentro de los límites 
constitucionales y no podría, por tanto, modificar la constitución de modos fundamentales. También 
es importante notar cuál sería la función que cumplen los referéndums ratificatorios (es decir, aquellos 
que deben pronunciarse sobre una propuesta constitucional, aprobándola o rechazándola). En ellos, 
nota Colón-Ríos, no solo acepta o rechaza la propuesta, sino que también permite confirmar si el 
órgano constituyente ha respetado los términos del mandato otorgado por los ciudadanos. Por otra 
parte este autor nota que, en estas instancias, el electorado actúa como la “personificación jurídica 
del pueblo” (Colón-Ríos, 2020: 262, 278).
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pueblo y gobierno y, consecuentemente, entre constitución (producto del poder 
constituyente del pueblo soberano) y ley (creada por un órgano constituido, sujeto a 
los límites establecidos por la constitución). Una forma contemporánea de plantear 
esta cuestión es a partir de la distinción ackermaniana entre la política ordinaria y 
la política constitucional. Mientras la primera se refiere a la legislación ordinaria 
producida por el gobierno, la segunda se refiere a la decisión del “We the People” 
sobre las normas fundamentales, las que son producidas en estos momentos “ex-
traordinarios”, bajo ciertas condiciones de movilización y deliberación ciudadanas 
particulares (Ackerman, 1991: 6-10). Si atendemos a esta distinción, los órganos de 
gobierno no pueden reemplazar la voluntad del pueblo y, en consecuencia, están 
limitados a la toma de decisiones ordinarias, quedándoles vedado el cambio de las 
normas fundamentales12. Sea cual sea el caso, el punto es que el constitucionalismo 
moderno introduce una distinción radical entre la producción de normas constitu-
cionales fundamentales y la de leyes ordinarias. 

3.2 Cambio constitucional y representación 

Es en virtud de la precitada distinción que, para la teoría democrática, los cambios 
constitucionales de carácter fundamental, para ser legítimos, deben contar con me-
canismos ampliamente participativos y deliberativos. De ahí que se haya extendido 
la apelación a órganos extraordinarios de producción de normas constitucionales, 
como las asambleas constituyentes. Cabe notar que este tipo de asambleas fue con-
cebido desde las revoluciones burguesas del siglo XVIII como instancias “únicas” 
(one-off), cuyo objeto era expresar la voluntad soberana fundacional y, por tanto, 
pretendían ser representativas de “todo el pueblo, no solo de sus partes, y teórica-
mente para siempre, no por un tiempo limitado” (Urbinati, 2024: 228; Pitkin, 1972). 
El momento fundacional, por tanto, implicaba el establecimiento de un pacto colec-
tivo mediante el cual los ciudadanos se otorgan a sí mismos los medios para resolver 
sus futuros desacuerdos.

Ahora bien, dado que no todos los ciudadanos —por los motivos ya anotados— pue-
den participar directamente en la discusión y redacción de normas constitucionales 
en la asamblea, ellos deberían poder manifestar su consentimiento respecto de las 
normas propuestas por los órganos extraordinarios de producción de normas fun-
damentales, para lo cual los referéndums constitucionales han sido la institución 
reputada como idónea. Y es precisamente aquí donde vuelve a surgir el problema 
en todo su esplendor. Aun asumiendo que existe una asamblea constituyente bien 
estructurada, o una asamblea ciudadana representativa que tenga las condiciones 
materiales, temporales y actitudinales para una deliberación apropiada, la idea misma 
de constitución —como producto del pueblo— nos lleva a pensar en la necesidad 

12	 A idéntica conclusión arribaremos si es que observamos la cuestión desde la perspectiva de la teoría 
del poder constituyente a la que por cuestiones de espacio no puedo referirme mayormente.
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de un momento de consentimiento respecto de lo decidido por la asamblea. Esto es, 
de una instancia de reafirmación del mandato y de la decisión del órgano constitu-
yente, cuestión que pareciera necesaria para la legitimidad de esta. De lo contrario, 
sería solo un grupo demasiado pequeño de ciudadanos o de representantes que 
podrían deliberar. El resto de la ciudadanía tendrá que conformarse con lo decidido 
por ellos, salvo que exista una instancia de ratificación. 

Ahora bien, aunque la participación masiva aparece como una condición necesa-
ria para la legitimidad democrática del cambio constitucional fundamental, no es, 
sin embargo, condición suficiente. Usualmente, un plebiscito constitucional binario 
(que contemple las opciones Sí-No, Apruebo-Rechazo) no será suficiente para con-
ferir legitimidad a la reforma fundamental. En primer lugar, porque los referéndums 
son fácilmente manipulables por parte de élites (por ejemplo, las élites políticas pue-
den controlar elementos clave como el momento de la consulta, el financiamiento, 
la formulación de la pregunta, etc.) (Lijphart, 2012: 203), y pueden ser empleados de 
manera “extorsiva” o con fines abusivos o no democráticos (Dixon, 2018; Gargare-
lla, 2022: 242). En segundo lugar, los referéndums probablemente serán deficientes 
en términos deliberativos, puesto que la votación es una forma débil de expresión 
y agregación de preferencias que no precisa —necesariamente— del diálogo ni 
del intercambio de puntos de vista. Esto es especialmente así si lo que se somete a 
consulta es un texto complejo, respecto del cual resulta imposible introducir ma-
tices. Es lo que Roberto Gargarella identifica como el fenómeno de la “extorsión 
democrática”, y que consiste en tener que aprobar o rechazar un “paquete cerra-
do”, esto es, tener que decidirse por “todo o nada” (Gargarella, 2020: 15). Por otra 
parte, está el problema que nota Ron Levy, a saber, que la reforma constitucional 
democrática plantea interrogantes sobre cómo los ciudadanos pueden emitir vo-
tos informados para actualizar textos constitucionales cuyas implicaciones suelen 
ser profundamente complejas (Levy, 2013: 556).  En definitiva, el problema de los 
modelos de democracia puramente agregativa reside en que estos están centrados 
en la votación —cuyo resultado en instancias de reemplazo constitucional es co-
múnmente identificado sin más y, de un modo muy problemático, con la “voluntad 
soberana”—, y en que, como señala Patberg, olvida los procesos de formación de 
opinión y voluntad (Patberg, 2023: 478). 

Por supuesto, los referéndums constitucionales pueden desempeñar un papel im-
portante y ser empleados con el objetivo de mejorar las condiciones democráticas 
de la discusión constitucional, antes que ir en desmedro de estas. Sin embargo, esto 
dependerá de cómo, en cada caso en concreto, el referéndum interactúe con otras 
piezas del sistema y como pueda responder a una serie de interrogantes, entre ellas, 
quién tiene la iniciativa para convocar al referéndum, qué actores participaron de su 
diseño, cómo se conjuga con otras herramientas como mini-públicos que puedan 
cumplir un rol en la configuración de la agenda política, etc. (Suteu, 2024: 826-827). 

Llegado a este punto habríamos de preguntarnos, entonces, cuáles son las condicio-
nes que habrían de cumplirse para que un proceso sea simultáneamente participativo 
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y deliberativo, supuesto ya que en condiciones modernas no todos los ciudadanos 
pueden participar directamente, pero estando todavía frente a la imperiosa necesidad 
de que el orden constitucional legítimo cuente con el consentimiento de los gober-
nados respecto de las normas esenciales de la comunidad política, cuyo fundamento 
último radica en el principio de autogobierno del pueblo.

3.3 ¿Los mini-públicos como forma de unificar los ideales de 
deliberación y participación?

Una de las innovaciones democráticas que busca articular los ideales de participa-
ción y deliberación es la de los mini-públicos. En general, estos han sido definidos 
como instituciones integradas por ciudadanos elegidos al azar (en ocasiones a través 
de técnicas de estratificación para aumentar la representatividad de la muestra), para 
que deliberen sobre algún tema de interés público y efectúen recomendaciones 
a un órgano decisorio (Bächtiger et al., 2018; OECD, 2020), o en el caso de los 
mini-públicos empoderados, que luego de deliberar, tomen decisiones vinculantes 
(Lafont, 2019: 113). Cabe notar que, en materia de cambio constitucional, los mini-
públicos han sido utilizados de manera reiterada y exitosa en Irlanda para discutir 
temas socialmente muy divisivos, como el aborto o el matrimonio igualitario (Do-
yle & Walsh, 2020).

El entusiasmo con los mini-públicos en este ámbito proviene de la expectativa de 
que si estos están bien estructurados (están integradas por un número relativamente 
grande de representantes, han sido correctamente estratificadas y cuentan con un 
periodo significativo para el aprendizaje y el posterior intercambio de argumentos, 
etc.), entonces: i) estarían dadas las condiciones para una genuina deliberación entre 
ciudadanos, la que además de añadir valor epistémico a la discusión, evitaría los 
problemas de intereses y sesgos de la deliberación política ordinaria; y, ii) los parti-
cipantes, al ser “como nosotros”, llegarán a los “mismos” juicios considerados a los 
que “nosotros” habríamos llegado, de haber participado en la asamblea ciudadana. 
La pretensión de este tipo de innovación democrática es, entonces, generar una 
“deliberación representativa” de la sociedad en su conjunto, que, empoderando a los 
ciudadanos, pueda servir como su “espejo”, permitiendo, por lo tanto, la delibera-
ción representativa y la participación ciudadana.

Si volvemos ahora al trilema de Fishkin, notaremos que el elemento que se debilita 
es el de la participación masiva. La cuestión es que, en términos de teoría no ideal, 
no parece posible la realización simultánea de los tres cuernos del trilema —igual-
dad política, deliberación y participación política—. De ahí que Fishkin sostenga 
que instituciones como los mini-públicos sean un “second best”. Ello se debe a 
que, a pesar de no permitir la participación masiva, ofrecen una representación de 
cómo sería la materialización de los tres principios. Es decir, “[e]l microcosmos 
deliberativo ofrece una representación de lo que pensaría todo el público si pensara 
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y participara en buenas condiciones, es decir, si deliberara” (Fishkin, 2011: 251).
Ahora bien, el problema es que, tal como señala Lafont, la democracia no solo se 
trata de igualdad política, sino también, y, ante todo, de autogobierno. El problema 
con los mini-públicos empoderados —con capacidad de decisión vinculante— es 
que terminarían hablando “por nosotros” antes que “a nosotros”. Darles este poder 
implicaría una “deferencia ciega” a las decisiones políticas de un grupo de ciudada-
nos electos al azar, desempoderando, en última instancia, a los ciudadanos en general. 
Pero esto se agrava, teme Lafont, por el hecho de que esos ciudadanos no son en 
realidad un “espejo”, pues las opiniones de los integrantes del órgano deliberativo 
pasan por un “filtro” deliberativo que transforma sus visiones. En pocas palabras, 
eran “como nosotros” cuando mantenían visiones “crudas” o “brutas”, pero luego 
de deliberar pasan a ser, en algún sentido, “representantes” (Lafont, 2019).

Por esta razón, Cristina Lafont y Nadia Urbinati han defendido recientemente una 
cierta forma de institucionalización de los mini-públicos que permite evitar el pro-
blema que supone su “empoderamiento”. Estos deben ser concebidos como una 
institución auxiliar: su función debe ser la de empoderar a los ciudadanos para 
ejercer el control democrático (permitiéndoles iniciar debates, manejar la agenda 
política, y en algunos casos darles poder de decisión final sobre ciertas decisiones), 
antes que permitir la deferencia ciega a una muestra aleatoria de ciudadanos que 
tendría el poder soberano para “hablar por nosotros” —lo que las autoras identifican 
como la “mentalidad lotocrática”— (Lafont & Urbinati, 2024: 233-238). Pueden, 
por supuesto, ser empleados como cuerpos colaborativos en la reforma constitu-
cional (Lafont & Urbinati, 2024: p. 250). Con todo, Lafont, siguiendo a Habermas, 
señala que la toma de decisiones debe incorporar a “todos los potencialmente afec-
tados”. De ahí que esta autora afirme que “empoderar a unos pocos casi nunca es 
una forma de empoderar a muchos” y que este tipo de “atajo” termina por agravar 
el problema que la lotocracia buscaba corregir (Lafont, 2019: 111).

3.4 Sistemas deliberativos y deliberación a escala

Quizás la única forma de salir del “trilema” de Fishkin sea bajo la noción de “sis-
temas deliberativos” de Jane Mansbridge (Mansbridge & Parkinson, 2012). Antes 
de pensar en una institución ideal que permita realizar simultáneamente los ideales 
de participación, deliberación y de igualdad política —agregaría, además, el ideal 
de autogobierno según lo entiende Lafont—, un enfoque sistémico permitiría en-
tender que la deliberación puede ocurrir en distintos sitios institucionales, donde 
distintas partes del sistema, aunque diferenciadas, pasan a tener una relación de in-
terdependencia. Es decir, esta teoría parte del supuesto de que la deliberación social 
no ocurre ni debe ocurrir en un único foro. Para Mansbridge no es necesario que 
cada una de las partes del sistema involucrado en el cambio constitucional cumpla 
con las condiciones necesarias para la deliberación, sino únicamente que el resulta-
do del sistema, en su conjunto, genere un resultado que sea fruto de la deliberación 
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democrática (Mansbridge & Parkinson, 2012). Para que esto sea así, el sistema debe 
cumplir tres funciones (epistémica, ética y democrática), desde una perspectiva ho-
lística. 

Dos son las consecuencias fundamentales de este enfoque. La primera es la idea de 
que ninguno de los foros o sitios donde se llevan a cabo deliberaciones democráti-
cas posee suficiente representatividad y/o calidad deliberativa como para legitimar 
todas las decisiones adoptadas en una comunidad política (Bello Hutt, 2016). La 
segunda consecuencia es la necesidad de reflexionar sobre cómo se integran estos 
diversos sitios o espacios de deliberación. En materia de cambio constitucional, ello 
nos llevará a pensar en cómo integrar asambleas ciudadanas, mini-públicos delibe-
rativos, iniciativas populares, plebiscitos y referéndums constitucionales (también, 
por supuesto, en el rol que pueden desempeñar las cortes constitucionales). Por 
ejemplo, un mini público puede utilizarse antes de un referéndum para mejorar 
la calidad deliberativa de la decisión y promover el consenso antes de someterla a 
referéndum (Doyle & Walsh, 2022). Con ello, es posible promover la legitimidad de 
los cambios constitucionales a través de la deliberación ciudadana y la participación. 
Se trata, en todo caso, de un enfoque importante y complejo, que en este texto no 
puedo más que esbozar muy someramente.  Pero, en definitiva, este puede emplear-
se para reflexionar sobre cómo realizar simultáneamente los valores asociados a la 
participación y a la deliberación masiva.

4. El macroproceso constitucional chileno: ¿Aunando 
participación y deliberación?

En este último apartado ofrezco una breve reflexión sobre el macroproceso consti-
tuyente de Chile (Soto et al., 2025), desde la perspectiva del ideal de deliberación y 
participación en los procesos de cambio constitucional. El objetivo de esta sección 
es acotado: no pretende evaluar el macroproceso ni contribuir a la literatura exis-
tente sobre el porqué de su fracaso. Nada más me limito a reflexionar brevemente 
sobre dos instituciones que estuvieron presentes a lo largo del macroproceso cons-
tituyente chileno y que permiten acercar la participación masiva y la deliberación, a 
saber, los diálogos ciudadanos y las iniciativas populares de normas constitucionales. 
En todo caso, convendría aportar algún contexto. El macroproceso constituyente 
chileno contempló tres fases: los diálogos ciudadanos promovidos por el gobier-
no de Michelle Bachelet (2015-2018), el proceso constitucional de la Convención 
Constitucional (2020-2022) y el proceso del Comité de Expertos y del Consejo 
Constitucional (2022-2023). 

La primera fase estuvo marcada por procesos de deliberación masiva, a los que me 
referiré en el siguiente apartado. La segunda fase estuvo marcada por la instalación 
de un órgano compuesto por ciudadanos electos, que logró una “composición social, 
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etaria, étnica y de género sin precedentes”, y un “nivel de inclusión nunca antes 
visto en un órgano representativo en Chile” (Heiss, 2021). Este órgano, descripti-
vamente representativo, no pudo, sin embargo, transformarse en una representación 
del balance político a nivel nacional (Verdugo, 2022). En pocas palabras, la derecha 
chilena se volvió irrelevante en el proceso de la Convención, pues no obtuvo su-
ficiente poder para vetar las iniciativas de normas constitucionales, por lo que su 
posibilidad de influir en la agenda de la discusión y de negociar se volvió nula. Esta 
circunstancia, sumada a la existencia de sectores y posiciones maximalistas, hizo 
imposible alcanzar un consenso social amplio (Heiss, 2023; Palanza & Sotomayor 
Valarezo, 2024).

La tercera fase se caracterizó por cierta desconfianza democrática, lo que se tradujo 
en el establecimiento de unas “Bases de la institucionalidad” que funcionaron como 
“bordes” del proceso; por un giro hacia la deliberación elitista —entre expertos 
constitucionalistas— y, nuevamente, por la exclusión de un sector político impor-
tante de la deliberación constitucional. El Consejo Constitucional, liderado por 
Republicanos, eligió por una constitución partisana que “proyecta inequívocamente 
el gen ideológico de un sector político, con exclusión del otro” (Bellolio, 2024: 49). 

4.1 Los diálogos de Bachelet como un caso excepcional de 
deliberación masiva

Uno de los más interesantes mecanismos de participación ciudadana fueron los 
cabildos ciudadanos de Bachelet. El proceso contó con etapas de educación cívica 
y constitucional, así como de discusión ciudadana a nivel local, a través de los “en-
cuentros locales autoconvocados” (ELAs) y de los cabildos regionales y provinciales. 
Participaron más de 200.000 personas en los diálogos destinados a imaginar las bases 
para una nueva constitución, en lo que algunos autores identificaron como el “giro 
deliberativo” en la discusión constitucional en Chile (Soto & Welp, 2016). Este pro-
ceso fue sistematizado y recogido en las “Bases Ciudadanas para la Constitución”, 
que servirían para informar el proyecto de nueva constitución que presentaría Ba-
chelet. Por supuesto, el proceso no estuvo exento de críticas. 

A pesar de la deliberación masiva, solo el 2% de la población participó. Esto ge-
neró el problema que advertía Fishkin respecto de la “deliberación movilizada” y 
que otros autores han denominado el “problema de la autoselección”: únicamente 
participaban los ciudadanos mejor informados y con mayor interés (Issacharoff & 
Verdugo, 2024: 1536). Por otra parte, se ha criticado su falta de impacto, esto es, de 
ejercicio efectivo del poder. En este sentido, se ha denunciado la existencia de una 
discrepancia entre los insumos contenidos en las Bases Ciudadanas y el proyecto 
de nueva Constitución (que no habría recogido realmente el producto de las de-
liberaciones ciudadanas), lo que habría “fracturado la pretensión deliberativa del 
proceso” (Contreras & Lovera, 2022: 310). Es decir, la participación ciudadana 
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habría terminado por ser ignorada, sin que se hubiese dado una respuesta adecuada 
respecto de por qué la propuesta de Bachelet no contemplaba debidamente los 
insumos de la ciudadanía. 

Sin perjuicio de estas críticas, las asambleas ciudadanas de la era Bachelet demos-
traron cómo, en sociedades supuestamente despolitizadas, cientos de miles de 
ciudadanos estuvieron dispuestos a deliberar sobre los fundamentos constituciona-
les, más allá de la lógica binaria del Sí-No de los referéndums constitucionales. Es 
decir, mostró que es posible instituir mecanismos que permitan a la ciudadanía darse 
espacios para intercambiar puntos de vista sobre cuestiones sustantivas. Por otra 
parte, este proceso lega lo que ha sido identificado como la “trilogía de Bachelet”, 
esto es, la idea de que es posible pensar en el cambio constitucional de un modo 
—simultáneamente— democrático, institucional y participativo (García, 2023). Por 
lo mismo, el proceso de Bachelet influyó decisivamente en el diseño institucional 
y en las vías procedimentales empleadas por la Convención Constitucional para la 
discusión constitucional. 

4.2 La iniciativa popular de norma constitucional en tiempos de 
erosión democrática

El macroproceso constituyente chileno deja como legado una importante innova-
ción democrática: la iniciativa popular de norma constitucional (IPN). Se trata de 
una institución novedosa en términos comparativos, pues permitió a los ciudadanos 
actuar directamente en el proceso de redacción durante el momento constituyen-
te13. Fue, además, el principal mecanismo a través del cual los ciudadanos pudieron 
participar masivamente en el proceso, ya sea proponiendo la redacción de normas 
o patrocinando con sus firmas aquellas propuestas que estimaban valiosas. Un rasgo 
particular de la IPN es que cualquier persona mayor de 16 años podía proponer 
normas constitucionales directamente, sin necesidad de mediación. Bastaba para que 
estas fueran discutidas, que ellas fueran patrocinadas por 15 mil ciudadanos (en la 
primera fase) o 10 mil (en la segunda fase), y, por supuesto, que cumplieran con los 
criterios de admisibilidad.

Desde el punto de vista teórico que examinamos en la sección anterior, la iniciativa 
popular presenta dos rasgos importantes. Por una parte, esta institución pareciera 
responder a la idea de “poder constituyente del pueblo” antes que a la de “poder 
constituyente de la nación”. Es decir, en esta institución se difumina, aunque sea 
momentáneamente, la distinción entre representante y representado. Por otra parte, 
la IPN promueve un amplio diálogo social, pues permite tender un puente entre 
la discusión que ocurre al interior del órgano constituyente y la deliberación más 

13	 Esto la diferencia de la iniciativa popular contemplada en la Constitución de Suiza, la que puede ser 
activada en un momento posterior, para la reforma constitucional.
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amplia a nivel de la sociedad civil. Esta institución genera una carga para el órgano 
constituyente que no es la de incorporar las iniciativas de norma constitucional en el 
texto que sería sometido a un referéndum ratificatorio, sino la de dar razones por las 
que la iniciativa popular es aprobada o rechazada, en su totalidad o en parte. Es, en 
definitiva, una carga argumentativa. Esta, me parece, es la clave de la institución bajo 
examen: genera un procedimiento que exige al órgano constituyente una justifica-
ción democrática ante sus conciudadanos, en condiciones de pluralismo, respecto 
de los motivos de sus decisiones políticas. De ello depende nada más y nada menos 
que su legitimidad. 

Acaso lo más interesante de esta institución, es que permite a los ciudadanos en-
tregar un insumo para la deliberación al interior del órgano constituyente, otorga 
a los ciudadanos un poder de influenciar la agenda, y además, genera la carga para 
los convencionales constituyentes de discutir las iniciativas y dar razones de por 
qué estas son discutidas o desechadas (Soto Barrientos et al., 2025). Este tipo de 
instituciones puede funcionar como “salvaguardas”, puesto que permitirían “ligar” 
las discusiones “dentro de las asambleas” con la discusión pública que se da fuera 
de ellas. Con ello, contribuiría a evitar el riesgo de “deferencia ciega” respecto del 
órgano constituyente (Gargarella, 2023: 401). En fin, la IPN permite la participación 
masiva, promueve la deliberación más amplia en distintos sitios institucionales y fa-
vorece la inclusión de la sociedad civil en la discusión constitucional.

Por supuesto, la iniciativa popular de norma no fue la panacea en el proceso chi-
leno, pero es una institución particularmente importante para asegurar el control 
democrático de los ciudadanos sobre el órgano constituyente y, en definitiva, para 
conectar “el adentro” con “el afuera”. Como muestra Claudia Heiss, varios fueron 
los problemas de la IPN, entre ellos que “no contempló de manera suficiente a 
sus autores y partidarios, ni permitió una difusión suficiente de argumentos ha-
cia el público general” (Heiss, 2025). Más allá de los inconvenientes que tuvo su 
implementación en Chile, se trata de una institución importante para legitimar 
democráticamente los procesos de cambio constitucional fundamental, al aunar la 
participación y la deliberación.

5. Conclusiones

En este artículo examiné la relación que existe entre participación y deliberación en 
los procesos de cambio constitucional y su importancia para la legitimación demo-
crática de las estructuras político-constitucionales. He mostrado, desde la perspectiva 
del análisis conceptual, cómo ambos conceptos en revisión, a pesar de encontrarse a 
la base de la idea de constitucionalismo democrático, están en una relación de ten-
sión. Esta tensión puede verse claramente desde la perspectiva del trilema de Fishkin, 
donde la realización simultánea de los ideales de igualdad política, participación y 
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deliberación resulta muy difícil, pues favorecer dos de ellos irá inevitablemente en 
desmedro del tercero. Luego de esta constatación, el artículo gira hacia la teoría 
del diseño institucional para indagar en qué instituciones y prácticas institucionales 
podrían equilibrar o armonizar los tres cuernos del dilema. Me refiero en particular 
a las asambleas constituyentes, los referéndums constitucionales y los mini-públicos 
deliberativos.  Finalizo el artículo refiriéndome al macroproceso constituyente chi-
leno, para mostrar, por una parte, la tensión referida en acción y, por la otra, para 
referirme a una innovación institucional que promete fortalecer el vínculo entre 
participación y deliberación: la iniciativa popular de norma constitucional. Esta in-
novación, como he dicho, nos ofrece una herramienta institucional que contribuye 
a distender la tensión entre la participación y la deliberación.

Las principales razones para ello son las siguientes: en primer lugar, esta institución 
respeta el principio de igualdad al otorgar a todos los ciudadanos la misma posi-
bilidad de participar efectivamente en el proceso, ya sea mediante la propuesta de 
redacción de una norma o mediante su patrocinio. Lo hace, en todo caso, de un 
modo mucho menos “teórico” que en el caso de los mini-públicos. Ello se debe a 
que los ciudadanos pueden participar de manera efectiva de dos formas: a) presen-
tando sus propuestas de norma y buscando su apoyo; y b) patrocinando las normas 
que consideren apropiadas. En segundo lugar, y en conexión con lo anterior, la IPN 
termina por generar una carga argumentativa para el órgano constituyente. Como es 
evidente, el órgano no está obligado a aprobar la norma propuesta, pero debe al me-
nos discutirla y, por tanto, otorgar razones por las que debe ser aprobada o rechazada, 
parcial o totalmente. Pero es evidente que el órgano constituyente puede desen-
tenderse de las IPNs. En efecto, puede desatenderlas por completo: simplemente 
mirarlas por encima, sin demasiado escrutinio. Pero en este caso, ello equivaldría, 
por decirlo así, a una falta al “deber de civilidad” —como le llamaba Rawls—, esto 
es, el deber de justificación mutua con base en razones públicas que nos debemos 
los conciudadanos (Rawls, 1996:163). Sabremos que un déficit deliberativo se tra-
duce, en última instancia, en un déficit de legitimidad, por lo que tenemos razones 
sólidas para exigir la justificación de las decisiones que recaigan sobre las IPNs. En 
tercer lugar, la IPN sería consistente con el principio de autogobierno, pues se toma 
en serio la idea de que los ciudadanos —entendidos como una multiplicidad y no 
como una unidad ficticia— puedan participar efectivamente en el proceso consti-
tucional. Y que puedan hacerlo actuando “como si fueran ellos mismos” integrantes 
del órgano constituyente.

El proceso chileno, como he dicho, “devuelve” a la teoría dos instituciones im-
portantes: la IPN y los diálogos ciudadanos. Aun con sus respectivos problemas, 
pueden considerarse mecanismos que contribuyen a distender la tensión entre la 
participación y la deliberación en el cambio constitucional. Sobre todo, pueden 
emplearse para multiplicar los sitios deliberativos y articularse e incorporarse desde 
una perspectiva sistémica.



132 Política / Revista de Ciencia Política

¿Procesos participativos y deliberativos de cambio constitucional? Reflexiones desde el macroproceso constitucional chileno

Bibliografía

Ackerman, B. A. (1991). We the people. Foundations. Belknap Press of Harvard University Press.

Bächtiger, A., Dryzek, J. S., Mansbridge, J. J., y M. Warren (Eds.). (2018). The Oxford Handbook 
of Deliberative Democracy. Oxford University Press.

Bellamy, R., y J. King (Eds.). (2024). The Cambridge handbook of constitutional theory. Cambridge 
University Press.

Bello Hutt, D. (2016). El giro sistémico en la democracia deliberativa: Reflexiones en clave 
republicana contra una perspectiva holista. Intus Legere Filosofía, 10 (1), 113. https://doi.
org/10.15691/0718-5448Vol10Iss1a157

Bellolio, C. (2024). Otra cosa es con poder. El fracaso constitucional de Kast y Republicanos. 
Disjuntiva-Críticas de les Ciències Socials, 5 (2), 41-56.

Blokker, P., y Gül. (2023). Citizen deliberation and constitutional change. En M. Reuchamps 
y Y. Welp (Eds.), Deliberative Constitution-making: Opportunities and Challenges. Routledge. 
https://doi.org/10.4324/9781003327165

Chambers, S. (2019). Democracy and constitutional reform: Deliberative versus populist 
constitutionalism. Philosophy & Social Criticism, 45(9-10), 1116-1131. https://doi.
org/10.1177/0191453719872294

Chambers, S. (2022). Methods of Theorizing. En S. A. Ercan, H. Asenbaum, N. Curato, y R. 
F. Mendonça (Eds.), Research Methods in Deliberative Democracy. Oxford University Press: 
Oxford. https://doi.org/10.1093/oso/9780192848925.001.0001

Chambers, S. (2024). Deliberation. En R. Bellamy y J. King (Eds.), The Cambridge handbook of 
constitutional theory. Cambridge University Press.

Chilton, A., y M. Versteeg. (2020). How Constitutional Rights Matter. Oxford University Press.

Cohen, J. (2009). Reflections on Deliberative Democracy. En T. Christiano y J. P. Christman 
(Eds.), Contemporary debates in political philosophy (pp. 247-263). Wiley-Blackwell.

Colón-Ríos, J. (2020). Constituent power and the law. Oxford University Press

Contiades, X., y A. Fotiadou. (2017). Participatory Constitutional Change: The People as Amenders 
of the Constitution (Constitutional Change). Routledge.

Contiades, X., y A. Fotiadou (Eds.). (2020). Routledge Handbook of Comparative Constitutional 
Change. Routledge. https://doi.org/10.4324/9781351020985

Contreras, y D. Lovera. (2022). A constitued constituent process? Chile’s failed attempt to replace 
Pinochet’s constitution (2013-2019). Revista de Estudos Constitucionais, Hermenêutica e 
Teoria Do Direito, 13(3), 297-314. https://doi.org/10.4013/rechtd.2021.133.03



133

Vicente Aylwin Fernández

Vol. 63, N°2 (2025)

Curato, N. (2021). Deliberative mini-publics: Core design features. Bristol University Press.

Dixon, R. (2018). Constitutional Rights as Bribes. Connecticut Law Review, 50 (3), 767-816. 
https://doi.org/10.2139/ssrn.3246732

Doyle, O., y R. Walsh. (2020). Deliberation in Constitutional Amendment: Reappraising 
Ireland’s Deliberative Mini-Publics. European Constitutional Law Review, 16 (3), 440-
465. https://doi.org/10.1017/S1574019620000243

Doyle, O., y R. Walsh. (2022). Constitutional amendment and public will formation: 
Deliberative mini-publics as a tool for consensus democracy. International Journal of 
Constitutional Law, 20 (1), 398-427. https://doi.org/10.1093/icon/moac013

Ercan, S. A., Asenbaum, H., Curato, N., y R. F. Mendonça (Eds.). (2022). Research Methods 
in Deliberative Democracy. Oxford University PressOxford. https://doi.org/10.1093/
oso/9780192848925.001.0001

Fishkin, J. S. (2009). When the people speak: Deliberative democracy and public consultation. Oxford 
University Press.

Fishkin, J. S. (2011). Deliberative democracy and constitutions. Social Philosophy and Policy, 
28(1), 242-260. https://doi.org/10.1017/S0265052510000129

García, J. F. (2023). A failed but useful constitution-making process: How Bachelet’s process 
contributed to constitution-making in Chile. Global Constitutionalism, 1-11. https://doi.
org/10.1017/S2045381723000254

Gargarella, R. (2020). Diez puntos sobre el cambio constitucional en Chile. Nueva Sociedad, 
285, 12-22.

Gargarella, R. (2022). The Law As a Conversation among Equals. Cambridge University Press.

Gargarella, R. (2023). Comentarios entre iguales: Primeros argumentos. Revista Latinoamericana 
de Filosofía Política, XI (14), 362-414.

Gargarella, R. (2025). Cuatro lecturas sobre la relación constitucionalismo-democracia. En 
defensa de la “conversación entre iguales”. Problema. Anuario de Filosofía y Teoría del 
Derecho, e19523. https://doi.org/10.22201/iij.24487937e.2025.19.19523

Ginsburg, T., y A. Z. Huq. (2019). How to Save a Constitutional Democracy. University of 
Chicago Press. https://doi.org/10.7208/chicago/9780226564418.001.0001

Habermas, J. (2001). Constitutional democracy: A paradoxical union of contradictory principles?

Habermas, J. (2008). Facticidad y validez: Sobre el derecho y el Estado democrático de derecho en 
términos de teoría del discurso. Trotta.



134 Política / Revista de Ciencia Política

¿Procesos participativos y deliberativos de cambio constitucional? Reflexiones desde el macroproceso constitucional chileno

Heiss, C. (2021). Revuelta social y proceso constituyente en Chile. Revista de Ciencias Sociales 
Ambos Mundos, 2, 69. https://doi.org/10.14198/ambos.20981

Heiss, C. (2025). Iniciativas populares de norma como innovación democrática institucional.

Heiss, C. (2023). El proceso constituyente en Chile. Entre la utopía y una realidad cambiante.

Issacharoff, S., y S. Verdugo. (2024). Populismo constituyente, democracia y promesas 
incumplidas: El caso de la Convención Constitucional Chilena (2021-2022)Constituent 
Populism, Democracy, and Failed Promises: The Case of the Chilean Constitutional 
Convention (2021-2022). International Journal of Constitutional Law, moae003. https://
doi.org/10.1093/icon/moae003

Kalyvas, A. (2005). Popular Sovereignty, Democracy, and the Constituent Power. Constellations, 
12 (2), 223-244. https://doi.org/10.1111/j.1351-0487.2005.00413.x

Kay, R. (2011). Constituent Authority. American Journal of Comparative Law, 59 (3), 715-761. 
https://doi.org/10.5131/ajcl.2010.0027

Kong, H. L. (2015). Deliberative Constitutional Amendments. Queen’s L.J, 41 (1), 105-142.

Kyritsis, D., & S. Lakin. (Eds.). (2022). The methodology of constitutional theory. Methodology of 
Constitutional Theory, Oxford London New York New Delhi Sydney. Hart.

Lafont, C. (2019). Democracy without Shortcuts: A Participatory Conception of Deliberative 
Democracy (1.a ed.). Oxford University Press. https://doi.org/10.1093/
oso/9780198848189.001.0001

Lafont, C., y N. Urbinati. (2024). The lottocratic mentality. Oxford University Press.

Landau, D. (2013). Abusive constitutionalism. UCDL Rev., 47, 189.

Landau, D., y R. Dixon. (2015). Constraining constitutional change. Wake Forest Law Review, 
50 (859).

Levy, R. (2013). “Deliberative Voting”: Realising Constitutional Referendum Democracy.

Levy, R., Kong, H., Orr, G., y J. King (Eds.). (2018). The Cambridge Handbook of Deliberative 
Constitutionalism. Cambridge University Press. https://doi.org/10.1017/9781108289474

Lijphart, A. (2012). Patterns of democracy: Government forms and performance in thirty-six countries. 
Yale University Press.

Manin, B. (2009). The principles of representative government. Cambridge Univ. Press.

Mansbridge, J., y J. Parkinson. (2012). Deliberative Systems. Cambridge University Press).

Martí, J. L. (2006). La república deliberativa. Marcial Pons.



135

Vicente Aylwin Fernández

Vol. 63, N°2 (2025)

OECD (Ed.). (2020). Innovative Citizen Participation and New Democratic Institutions: Catching 
the Deliberative Wave. OECD Publishing. https://doi.org/10.1787/339306da-en

Palanza, V., y P. Sotomayor Valarezo. (2024). Chile’s failed constitutional intent: Polarization, 
fragmentation, haste and delegitimization. Global Constitutionalism, 13(1), 200-209. 
https://doi.org/10.1017/S204538172300028X

Patberg, M. (2023). Constituent power and the law By JoelColón‐Ríos, Oxford: Oxford 
University Press, 2020Constituent power: A history By LuciaRubinelli, Cambridge: 
Cambridge University Press, 2020. Constellations, 30(4), 476-479. https://doi.
org/10.1111/1467-8675.12693

Pitkin, H. F. (1972). The concept of representation. University of California Press.

Pou Giménez, F. (2024). Assessing Constitutional Amendment: Internal and External Standards 
of Legitimacy in Times of Autocratic Retrogression. Asian Journal of Comparative Law, 
19 (3), 417-435. https://doi.org/10.1017/asjcl.2025.13

Rawls, J. (1996). Political Liberalism. Columbia University Press.

Soto Barrientos, F., Suárez, O., y B. Alemparte. (2025). The Citizen Initiative in Chile’s 
constitution-making (2021–2023): Lessons from a participatory and digital mechanism 
in comparative perspective. Global Constitutionalism, 1-29. https://doi.org/10.1017/
s2045381725100038

Soto, F., Fuentes, C., Millaleo Hernández, S., y S. Brito. (2025). La participación ciudadana en 
el macro proceso constituyente de Chile (2015-2023). Tirant lo Blanch. https://editorial.
tirant.com/cl/ebook/la-participacion-ciudadana-en-el-macro-proceso-constituyente-
de-chile-2015-2023-francisco-soto-barrientos-9791370104412

Soto, F., y Y. Welp. (2016). Los diálogos ciudadanos: Chile ante el giro deliberativo. LOM Ediciones.

Suteu, S. y S. Tierney. (2018). Squaring the Circle?: Bringing Deliberation and Participation 
Together in Processes of Constitution-Making. En R. Levy, H. Kong, G. Orr, & J. King 
(Eds.), The Cambridge Handbook of Deliberative Constitutionalism (1.a ed., pp. 282-294). 
Cambridge University Press. https://doi.org/10.1017/9781108289474.022

Suteu, S. (2024). Referendums. En R. Bellamy & J. King (Eds.), The Cambridge handbook of 
constitutional theory (pp. 810-828). Cambridge University Press.

Tierney, S. (2012). Constitutional referendums: The theory and practice of republican deliberation (First 
edition). Oxford University Press.

Tuck, R. (2016). The Sleeping Sovereign. Cambridge University Press.

Urbinati, N. (2024). Representation. En R. Bellamy & J. King (Eds.), The Cambridge 
handbook of constitutional theory (pp. 225-245). Cambridge University Press.



136 Política / Revista de Ciencia Política

¿Procesos participativos y deliberativos de cambio constitucional? Reflexiones desde el macroproceso constitucional chileno

Vega, P. de. (1985). La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. Tecnos.

Verdugo. S. (2022). El Poder Constituyente Impopular (the Unpopular Constituent Power). 
Actualidad Jurídica, 46, 40.

Verdugo, S. (2019). The fall of the Constitution’s political insurance: How the Morales regime 
eliminated the insurance of the 2009 Bolivian Constitution. International Journal of 
Constitutional Law, 17(4), 1098-1124. https://doi.org/10.1093/icon/moz084

Walzer, M. (1999). Deliberation, and What Else? En Deliberative politics: Essays on democracy 
and disagreement. Oxford University Press.


